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Exposición de motivos 

1. Antecedentes 

La indemnización de las víctimas de accidentes de la circulación ocurridos en la Unión 
Europea ha sido una de las preocupaciones de la Comisión desde que se aprobara la 
Primera Directiva sobre seguro de vehículos automóviles en 1972'. Esta Directiva 
establecía el seguro obligatorio de responsabilidad civil para el conjunto de lo que 
entonces constituía la Comunidad Económica Europea. Esa protección básica se amplió 
en ia segunda2 y la ~ercera'  Directivas sobre seguro de vehículos automóviles. Estas 
directivas, conocidas como las Directivas sobre seguro de automóviles, se refenan a 
accidentes de la circulación ocurridos en el país de residencia de la víctima y ocasionados 
por vehículos matriculados y asegurados en el país de la víctima o matriculados y 
asegurados en otro Estado miembro. En la Directiva de 1990 sobre libre prestación de 
servicios en el sector del seguro de automóviles se trató de asimilar a esos casos aquellos 
otros en los que el accidente tenia lugar también en el país de la víctima y el vehículo 
estaba matriculado en ese mismo país, pero asegurado (en viriud de la libre prestación de 
servicios) en otro Estado miembro. 

Sin embargo, en ninguna de esas directivas se tuvo presente a las personas que, 
hallándose temporalmente en otro Estado miembro, sufrieran daños materiales o 
corporales gp ese otro E&&, ocasionados por un vehículo matriculado en un Estado 
miembro distinto del de residencia de la víctima. A medida que el tráfico interestatal 
aumentaba se hizo evidente que esas víctimas ("transeúntes") necesitaban protección 
específica. De este modo. a principios de la década de los años noventa, la Comisión 
decidió ponerse en contacto con dos organizaciones profesiona!es de seguros: el Comité 
Europeo iír Seguros y el Consejo de Oficinas, y les pidió que estudiaran el problema. 
Esre procedimiento era absolutamente lógico, pues la directivas sobre seguro de 
automóviles ya vigentes, en especial la Primera Directiva, de 1972, se basaban en una 
relación de equilibrio entre los acuerdos privados entre empresas de seguros y las 
medidas legislativas. Como consecuencia de esta iniciativa, el Consejo de Oficinas 
elaboró un Convenio entre Oficinas para la protección de las víctimas transeúntes 
(Convenio de Roma, 27 de mayo de 1994). que podría haber cambiado notablemente la 
situación de esas personas. Lamentablemente, no pudo conseguirse el necesario acuerdo 
unánime entre todas las partes interesadas, es decir, las empresas europeas de seguros de 
vehículos automóviles de todos los países afectados. Al quedar esto patente, tomó el 
relevo el Parlamento Europeo. 

'~irectiva del Consejo. de 24.4.72, relativa a la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros, 
sobre el seguro de la responsabilidad civil que resulta de la circulación de vehículos automóviles, así como 
del control de la obligación de asegurar esta responsabilidad (721166lCEE). 
2 Segunda Directiva del Consejo, de 30.12.83, relativa a la aproximación de las legislaciones de los Estados 
miembros sobre el seguro de responsabilidad civil derivada de la circulación de vehículos automóviles 
(8415lCEE). 
3 Tercera Directiva del Consejo, de 14.5.90. relativa a la aproximación de las legislaciones de los Estados 
miembros sobre el seguro de responsabilidad civil derivada de la circulación de vehiculos automóviles 
(901232lCEE). 
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En resolución de 26 de octubre de 1995, adoptada en virtud del artículo 138 B del 
Tratado C E ~ ,  sobre reparación de d a o s  ocasionados por accidentes de tráfico acaecidos 
fuera del país de origen de la víctima, el Parlamento Europeo pidió a la Comisión que 
elaborará una propuesta de directiva en virtud de la cual: 

- "se introduzca una normativa en todos los Estados miembros de la Unión 
Europea que permita a las víctimas de un accidente de tráfico dirigirse 
directamente a la empresa de seguros de la responsabilidad civil ... ("acción 
directa")" ; 

- "se encomiende a los Estados miembros garantizar . . . que todas las compañías 
de seguros de responsabilidad civil del sector del automóvil . . . cuenten en cada 
uno de los demás Estados miembros con un apoderado permanente . . . que, en 
nombre de la empresa de seguros . . . pueda regularizar los daíios ocasionados 
por el vehículo asegurado por la empresa de seguros fuera del país de origen 
de la víctima . . . " 

-"se encomiende a los Estados miembros velar por que las empresas de seguros 
. . . creen una oficina de información. . . . que pueda informar a las víctimas 
sobre quiénes son los apoderados . . . " 

- "se encomiende a los Estados miembros velar ... por que las empresas de 
seguros ... comuniquen a las oficinas de información ... quiénes son sus 
apoderados". 

La resolución del PE responde al deseo de mejorar la situación existente en lo que se 
refiere a las reclamaciones de personas que han estado temporalmente en otro Estado 
miembro distinto del suyo de residencia ("transeúntes") y han sufrido en ese Estado 
miembro daños o perjuicios ocasionados por un vehículo matriculado y asegurado en otro 
Estado miembro distinto del suyo de residencia. 

La Comisión reconoce que la inquietud del PE está justificada y que es necesario mejorar 
la situación de esas personas. 

- La liquidación de siniestros es más complicada en el extranjero que en el propio 
país. En primer lugar, la víctima puede no saber a qué empresa de seguros debe 
reclamar. Los medios para averiguar la identidad de la empresa de seguros 
varían entre los distintos países, y la víctima puede, incluso, comprobar que no 
existe medio alguno. 

La víctima debe probar normalmente que su reclamación está justificada. Por 
razones obvias puede resultarle dificil recabar pmebas (atestados policiales, 
testigos, etc.) si el accidente ha sucedido en el extranjero y. tal vez, lejos de su 
país de origen. 

4~~ no C 308195, de 20.11.95, pág. 108. 
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Lo habitual es que los siniestros se liquiden con arreglo a una legislación que no 
es la aplicable en el país de origen de la víctima. Ello supone que los 
procedimientos para la liquidación de siniestros pueden ser distintos a los de su 
país. 

Todas estas dificultades se agravan si la víctima se enfrenta a tácticas dilatorias 
de la empresa de seguros, que ante la desfavorable situación de la víctima 
pueden estar tentadas por la posibilidad de hacerla desistir de reclamar. 

La libre circulación de personas es uno de los objetivos del Tratado CE, por lo que la 
Comisión debe estar atenta a cualquier dificultad que pueda surgir al respecto. En este 
mismo orden de cosas, la Comisión se propone emprender la codificación de las 
Directivas sobre seguro de automóviles, con el objeto de refundir en un solo texto las 
Directivas 72/166/CEE, 84ISICEE y 90/232/CEE, así como la presente Directiva, una 
vez aprobada por el Consejo y el Parlamento Europeo, y racionalizar su estructura. Ello 
hará que la legislación comuniiaria en la materia sea transparente y comprensible, y 
permitirá que las empresas de seguros y los conductores de automóviles tengan acceso a 
ella más fácilmente. 

Respetando, en todo momento, el principio de subsidiariedad, la situación de la víctima 
puede mejorar si cuenta con un "interlocutor". Esto es factible sin necesidad de cambiar 
las normas sobre responsabilidad civil, ni las normas sobre la jurisdicción competente 
vigentes en los Estados miembros. 

Por ello, haciéndose eco de lo sugerido por el Parlamento, la Comisión propone que: 

se refuerce la protección de las víctimas de accidentes, ocurridos en un Estado 
miembro que no sea el de residencia de las mismas, frente a la empresa de 
seguros del vehículo involucrado en el accidente, estableciendo nomas 
específicas que complementen el régimen vigente, implantado por las directivas 
del sector del seguro de automóviles (articulo 1); 

se implante, en toda la Unión Europea, el derecho de acción directa para la 
citada categoría de víctimas (artículo 2); 

- todas las empresas de seguros designen, en cada Estado miembro de la Unión 
Europea, un representante encargado de la liquidación de siniestros (artículo 3); 

- se creen organismos de información (artículo 4). 



Asimismo, la Comisión propone: 

- que existm centros de información que se ocupen de lo relativo a la 
identificacim del representante encargado de la liquidación de siniestros y de la 
empresa de seguros responsable del vehículo implicado en el accidente (artículo 
4); Y 

que en el país de origen de la víctima transeúnte exista un organismo encargado 
de liquidar los siniestros declarados por aquella cuando no exista un 
r ep resen te  o la empresa de seguros se desentienda; dicho organismo asumirá 
la función de un "organismo indemnizatorio"; que este organismo, cuando haya 
hecho efectiva la indemnización en el país de residencia de la víctima, tenga 
automáticamente el derecho a recurrir contra su organismo homólogo del país de 
la empresa de seguros que haya incumplido, subrogándose este último en los 
derechos de la víctima frente a la empresa de seguros (artículo 5); 

- que se prevea expresamente que, si el vehículo que ha provocado el accidente 
no está lsegurado o la empresa de seguros no ha podido ser identificada, 
correspode a los fondos de garantía, en las condiciones previstas en la 
Segunda Directiva sobre seguro del automóvil (8415lCEE) indemnizar a la 
víctima (artículo 6). 

Am'culo I(ámbito & aplicación) 

La presente Directiva se refiere a los casos de reclamación de indemnización como 
consecuencia de accidentes provocados por vehículos: 

- matriculados y asegurados en el Estado miembro del accidente, o 
- matriculados en el Estado miembro del accidente y asegurados, en régimen de 

libre presmión de servicios, en un Estado miembro que no sea el de residencia 
de la víctima, o 

- matriculah y asegurados en un Estado miembro que no sea ni el de residencia 
de la víctima ni el del lugar del accidente. 

El oojetivo de este artículo es delimitar el de la directiva. Ésta da 
cobertura a una categoría de víctimas muy concreta. que, aun encontrándose en la misma 
situación jurídica que las victimas "nacionales" gracias al sistema de caria verde en vigor, 
en la práctica están en situación de desventaja frente a estas últimas. Se define, además, 
en este artículo el m de la directiva, esto es, poner remedio a las anomalías 
obstrvadas en la liquidación de los siniestros ocurridos a esa categoría concreta de 
víctimas, sin ocuparse, al menos de momento, de otros problemas detectados en el 
funcionamiento del sistema comunitario de seguro de autom5viles. Con esta finalidad, 
para aumentar la protección de esas víctimas y facilitar el proceso de indemnización, en 
los siguientes artnilos se establecen mecanismos jurídicos complementarios, que se 
aiiaden a ese mecuismo jurídico que es el sistema de caria verde. 



Artículo 2 (acción directa) 

Para que el sistea: propuesto funcione es requisito previo que la "acción directa" se haga 
extensiva a todos los Estados miembros. El derecho de la víctima a reclamar la 
indemnización directamente a la empresa de seguros que cubre la responsabilidad civil 
del responsable del accidente se añade a la posibilidad, que asiste a la víctima de pleno 
derecho, de entablar acción contra el propio responsable. La presente directiva no 
impone el reconocimiento de la acción directa en los ordenamientos jurídicos nacionales 
con carácter general por lo que respecta al derecho de dafios, sino sólo en los casos de 
personas víctimas de un accidente ocurrido fuera de su país de residencia. 

En lo que se refiere a las consecuencias prácticas de la imposición de la acción directa, 
hay que señalar, en primer lugar, que en los Estados miembros que ya prevén en su 
ordenamiento jurídico ese tipo de acción, la situación no variará en la práctica. El 
artículo 2 de la presente directiva transforma la acción directa en una obligación (deja, 
pues, de ser una opción), imponiendo a los Estados miembros el deber de implantar un 
mecanismo de ese tipo. En los citados países. el hecho de que la obligación se imponga 
sólo en relación a las victimas no residentes constituye un falso problema, es decir. una 
falsa discriminación de las víctimas residentes, puesto que la acción directa se impone ya 
de forma unitaria y universal, sin establecer distinciones en función del origen de la 
víctima. En la práctica, las disposiciones de derecho interno, que ya tienen carácter 
vinculante, pasarán a tener alcance comunitario, al menos en lo que se refiere a las 
víctimas no residentes. 

En segundo lugar, en lo que respecu a los Estados miembros que contemplan la 
posibilidad de acción directa, nada les impide establecer ese derecho con carácter 
universal. es decir. sin establecer distinciones entre las víctimas no residentes y las 
residentes, evitando así una psible discriminación. De cualquier modo, el mecanismo de 
la presente directiva se ha concebido pensando en el hecho de que son, precisamente, las 
víctimas no residentes las que, en la práctica, están en desventaja. por lo que resulta 
opomno que dispongan de un mecanismo jurídico reforzado, fuera de sus países de 
residencia, frente a las víctimas residenres. 

Actualmente, en los Estados miembros en los que no existe la posibilidad de "acción 
directa", la víctima de un accidente de tráfico no puede presentar una reclamación 
directamente contra la empresa de seguros de la persona responsable, ya que dicha 
empresa de seguros no tiene legalmente la responsabilidad civil, ni existen vínculos 
contractuales entre ella y la victima. La "acción directa" expone a la empresa de seguros 
a la reclamación directa de la víctima. De no ser así, la existencia de un representante 
para la liquidación de siniestros no tendría sentido. 

La importancia de introducir la posibilidad de entablar "acción directa" en toda la UE es 
considerable, por las siguientes consideraciones: 

1. Mejora notablemente la actual situación jurídica de la víctima de un accidente ocurrido 
fuera de su Estado miembro de residencia - frente a la situación actual, derivada de las 
Directivas sobre seguro de automóviles vigentes - en los países en los que no existe 
todavía la posibilidad de emprender "acción directa" contra la empresa de seguros. 



Esto es especialmente válido en los casos en que no existe certidumbre sobre la 
persona responsable o ésta no está localizable @.ej., porque está en el extranjero) o no 
dispone de medios. 

2. La combinación de la acción directa con el mecanismo del representante para la 
liquidación de siniestros, establecido en el pais de residencia de la víctima (artículo 3). 
supone para la persona damnificada la posibilidad de obtener más fácilmente la 
reparación extrajudicial del siniestro y. si se dan las condiciones necesarias, de 
entablar un proceso contra la empresa de seguros responsable. En este sentido, es 
evidente que la acción directa mejora notablemente la situación de esta categoría de 
víctimas en todos los casos en que no haya podido llegarse a un acuerdo extrajudicial. 
Por último, cabe señalar que la posibilidad de que la citada categoría de víctimas 
pueda entablar acción directa contra la empresa de seguros supone una mayor garantía 
de ejecución de la decisión adoptada. 

La directiva no crea nuevas normas sobre la legislación aplicable, ni modifica las normas 
de derecho internacional privado sobre atribución de competencias jurisdiccionales. 
Tanto para la determinación de la legislación aplicable como para la asignación de 
competencias jurisdiccionales se remite a las normas de derecho internacional privado, 
válidas en la mayoría de Estados miembros. En efecto, la implantación de la acción 
directa no implica, en sí misma, una atribución de competencia judicial a los tribunales 
del país de residencia de la víctima. Dicha competencia vendrá dada exclusivamente por 
lo dispuesto en el Convenio de  nis se las^ (art. 10.2, en conjunción con los artículos 7 a 
9). 

Amkulo 3 (representante para la iiquidación de siniestros) 

El a p a l x k l  especifica el objetivo del artículo. Toda empresa de seguros de origen 
comunitario, que opere en el conjunto del territorio comunitario en vimid de una 
autorización única obtenida con arreglo a lo dispuesto en la Directiva 92/49/CEE 
(Tercera Directiva sobre seguro no de vida) o que haya sido autorizada de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 23 de la Directiva 731239lCEE deberá nombrar un 
representante para la liquidación de siniestros en cada Estado miembro de la Unión 
Europea. De este modo, toda persona damnificada fuera de su país podrá contar con un 
interlocutor en su propio país que pueda encargarse de tramitar las reclamaciones contra 
la empresa de seguros de In persona responsable cuando esa empresa de seguros no esté 
establecida en el pais de residencia de la citada persona danmificada. Naturalmente, si un 
sistema nacional prevé ya un inecanismo de indeinnización de las personas damnificadas, 
el mismo podrá adaptarse para absorber la función de representante para la liquidación de 
siniestros, o incluso coexistir con el sistema previsto en la presente directiva. En este 
sentido, la intervención del representante podría tener carácter subsidiario, cuando así lo 
desee la persona damnificada, si la legislación nacional prevé otros medios para obtener 
resarcimiento. 

5 
Convenio del 27 de septiembre de 1%8 relativo a la competencia judicial y a la ejecución de las 

resoluciones judiciales en materia civil y mercantil 
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Este mismo apartado fija el ámbito de aplicación del artículo. Dicho ámbito no incluye 
los accidentes que hayan sucedido en el pais de residencia de la víctima, aunque el 
vehículo involucracio esté matriculado fuera del país (casos de "carta verde", que se 
solucionan a través del convenio entre las Oficinas Nacionales de seguros; véase el art. 
2.2 de la Directiva 721166lCEE) o esté matriculado en el país pero asegurado en otro 
Estado miembro (casos de "prestación de servicios", regulados en la Directiva 
9016 181CEE). 

En lo que atañe al interlocutor, se desea dar a las empresas gran libertad. El 
"representante" no tiene que ser, forzosamente, un tercero. La empresa puede utilizar 
cualquier estructura que posea en el pais considerado. 

Por ejemplo, dicha actividad puede ejercerla una sucursal o una agencia de la empresa de 
seguros, o una empresa de seguros que pertenezca al mismo grupo, o. incluso, que sea 
independiente. o bien una oficina de liquidación de siniestros. o la Oficina Nacional de 
Carta Verde si sus integrantes están de acuerdo. Las empresas de seguros pueden, 
incluso, en su caso, recurrir a sus representantes fiscales o a sus abogados o designar un 
representante común para varias empresas. Además. si la empresa de seguros dispone ya 
de un representante de   servicio^"^, encargado de pagar las indemnizaciones derivadas de 
contratos celebrados por la empresa, en régimen de libre prestación de servicios, en el 
país en el que dicho representante haya sido designado, podrá nombrar al mismo también 
representante para la liquidación de siniestros en los casos previstos en el artículo 3 de la 
presente directiva. 

La letra a) del apartado 2 establece que la designación del representante para la 
liquidación de siniestros es un requisito previo a la concesión de la autorización prevista 
en la Directiva 92149lCEE para el ejercicio de la actividad. De no cumplirse ese 
requisito, la consecuencia es doble. Por un lado, no se otorga la autorización o, lo que es 
lo mismo, no es posible ejercer la actividad empresa de seguros en el ramo de 
responsabilidad civil por el uso de vehículos automóviles. Por otro, dado que la 
supervisión cautelar y financiera, según se define en las Terceras Directivas de qeguros, 
ha de ser permanente, la Directiva 92149;CEE permite retirar la autorización otorgada 
para el citado ramo si la empresa de seguros deja de cumplir el requisito de disponer de 
un representante para la liquidación de siniestros en cada uno de los Estados miembros de 
la Unión. Dicho de otro modo, supone la prohibición de ejercer la actividad si 
desaparecen las condiciones que permitieron conceder la autorización. 

La letra b) del apartado 2 afecta a las empresas de seguros cuyo domicilio social esté 
situado fuera de la Comunidad; se ha añadido al objeto de que la presente directiva 
guarde coherencia con el sistema vigente desde que se aprobara la Directiva 
731239lCEE. 

El m establece las funciones del representante y, en consecuencia, su relación 
con la empresa. Especifica que dicho representante actúa con arreglo a instrucciones 
generales o individuales dictadas por aquélla. Sus actuaciones vinculan a la empresa de 
seguros sólo frente a la víctima. La empresa de seguros puede exigirle responsabilidades 

6~panado 4 del anículo 12bis de la Directiva 88i357ICEE. atiadido en vinud del aniculo 6 de la Directiva 
901618/CEE. 
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si no se atiene a las instmcciones de la misma o se excede, de algún otro modo, en las 
competencias que se le asignan. 

El texto no se pronuncia con respecto a la legislación aplicable a la reclamación de la 
victima transeúnte. En la mayoría de los casos, con arreglo a las normas de derecho 
internacional privado en vigor en los diferentes Estados miembros, será la del país en el 
que se produjo el accidente. Como en el caso de la acción directa, es preciso recordar 
que la legislación aplicable vendrá siempre determinada por las nomas de derecho 
internacional privado habitualmente aplicadas. La presente directiva no establece criterios 
para determinar la legislación aplicable (p.ej., la loci o legislación del país de residencia 
de la victima, etc.). 

El- establece la cualificación que debe tener el representante. Ha de tenerse en 
cuenta que en los casos a los que normalmente se dirige la Directiva las negociaciones no 
se basarán en la legislación del país de la víctima, sino, habitualmente, en la del país en 
el que ocurrió el accidente, es decir, en la mayoría de los casos, la del país en el que 
radica la empresa de seguros. Aunque resultaría excesivo exigir que el representante 
"conozca" esa legislación, y, especialmente, la legislación de todos los demás Estados 
miembros, sí debería poder establecer diferencias entre la legislación aplicable y la 
legislación a la que la víctima puede estar habituada, al menos en lo que se refiere al 
sistema y al nivel de indemnización previsto en cada Estado miembro. 

El -establece las consecuencias que la actuación del representante tendrá para 
la víctima. Dado que el representante ostentará la representación legal de la empresa de 
seguros en la liquidación de las reclamaciones, su actuación vinculará a la empresa de 
seguros frente a la víctima. 

El texto no atribuye la competencia judicial al país de residencia de la víctima. pues 
resultaría inapropiado en los casos que normalmente deben resolverse con arreglo a una 
legislación distinta de la del fuero, esto es, con arreglo a las normas de derecho 
internacional privado del tribunal al que se recurra. Por ello. el hecho de que el 
representante esté facultado para representar a la empresa de seguros "ante los tribunales" 
tendrá, en la práctica, una importancia limitada. en el contexto de la presente Directiva. 

El apulak6 responde al deseo de que se presente una oferta de indemnización en un 
plazo razonable. El objetivo es impedir que la empresa de seguros se limite a dar 
respuestas dilatorias. Por otro lado, la oferta debe ser seria, y no meramente formal con 
el objeto de cumplir con la obligación de presentar una oferta. En @tras palabras, en los 
tres meses siguientes a la reclamación motivada presentada por la victima, la empresa de 
seguros del responsable del accidente debe iniciar realmente e! proceso de indemnización, 
adoptando una decisión motivada. En cualquier caso, antes de poder pronunciarse 
definitivamente, la empresa de seguros o su representante deben poder determinar las 
responsabilidades y la magnitud de los daños. Si no se ha establecido claramente la - 
responsabilidad derivada del accidente de la circulación o no se han determinado 
plenamente los daños sufridos por la víctima, la obligación de que la empresa de seguros 
presente una oferta de indemnización queda en suspenso hasta tanto no se disponga de 
esa información. 



Las sanciones previstas en el apartado 6 se dejan a la facultad discrecional de los Estados 
miembros; sin embargo, deberán ser las apropiadas para garantizar que la empresa de 
seguros cunipla szs obligaciones frente a la víctima. Aunque persigue un objetivo 
diferente al del apartado 2, cl apartado 6 refuerza la presión ejercida sobre la empresa de 
seguros para que cumpla sus obligaciones frente a la víctima, al verse obligada a 
presentar una oferta de indemnización en un determinado plazo. Se trata de una 
combinación de sanciones administrativas complementarias, puesto que la sanción 
administrativa de denegación o retirada de la autorización se completa con una sanción de 
diferente naturaleza (pecuniaria o administrativa); el conjunto de ambas persigue el 
objetivo de garantizar que se indemnice a la víctima a la mayor brevedad posible. La 
primera sanción (denegación o retirada de la autorización) obliga a la empresa de seguros 
a crear una eStNCtura que permita a la víctima reclamar sus derechos. La segunda, afecta 
a la propia sustancia del derecho de la víctima, esto es, su finalidad es que el litigio se 
resuelva a la mayor brevedad posible. Además, este doble dispositivo responde al deseo 
de garantizar que la propia empresa de seguros liquide el siniestro en un plazo razonable, 
de tal manera que la intervención del organismo indemnizatorio tenga más bien carácter 
excepcional y sirva sólo de "ultimo refugio" a la víctima que desea obtener 
indemnización. 

El especifica que el representante para la liquidación de siniestros, designado 
con arreglo a lo dispuesto en la presente directiva, no constituye un establecimiento en el 
sentido de lo previsto en el apartado 1 del artículo 10 de la Directiva 73/239/CEE, 
modificada por el articulo 32 de la Directiva 92/49/CEE. 

Artículo 4 (organismo de información) 

El artículo 4 persigue la finalidad de que la víctima pueda averiguar la identidad de la 
empresa de seguros del vehículo involucrado en el accidente. A menudo, es en esta fase 
donde empieza el vía c ~ c i s  de la víctima. Se trata, igualmente, de un requisito necesario 
para la aplicación efectiva del derecho de acción directa. 

Ya en 1990, el legislador europeo era consciente del problema de identificar a la empresa 
de seguros de la responsabilidad civil de un vehículo involucrado en un accidente. El art. 
5.1 de la Directiva 901232lCEE exigía a los Estados miembros que "adoptaran las 
medidas necesarias para garantizar que las personas implicadas en un accidente de la 
circulación por carretera puedan averiguar a la mayor brevedad el nombre de la empresa 
de seguros . . . ". 

Desde entonces, se han producido quejas en el sentido de que esta disposición no se ha 
aplicado de manera satisfactoria en todos los Estados miembros. Un estudio realizado por 
la Comisión sobre la situación actual revela que se trata de quejas bien fundadas. 

Un ejemplo de ello es el hecho de que, actualmente, en algunos Estados miembros, una 
víctima que conozca tan solo el número de matrícula del vehículo no puede averiguar de 
ningún modo la identidad de la empresa de seguros, o lo logra con muchas dificultades. 



Es preciso distinguir entre la obligación establecida en el artículo 5.1 de la Directiva 
901232lCEE y la establecida en la presente Directiva. con arreglo a la cual los Estados 
miembros deben crear registros de información. El apartado 1 del artículo 4 de la 
presente Directiva establece la obligación de implantar un mecanismo preciso (un 
"registro de información") destinado a identificar a la empresa de seguros, a su 
representante para la liquidación de siniestros en el país de residencia de la víctima y, en 
su caso, al asegurado. En la Tercera Directiva sobre seguro de automóviles, se exige a 
los Estados miembros un resultado, sin especificar la manera de cumplir con esa 
obligación. Además, la obligación atañía sólo a determinados datos, es decir, el nombre 
de las empresas de seguros. En el caso que nos ocupa, el contenido de la información es 
más amplio, pues se trata también de identificar al representante para la liquidación de 
siniestros. Esta información es igualmente necesaria para el funcionamiento efectivo del 
mecanismo establecido en el artículo 3; resulta oportuno asignar a los centros de 
información la responsabilidad de llevar registros, no sólo de las empresas de seguros, 
sino, igualmente. de los representantes para la liquidación de siniestros que las mismas 
designen. La victima tiene derecho, asimismo, a otra información sobre el asegurado, 
siempre y cuando concurran las circunstancias que  justifique^ la revelación de esa 
información y que se especifican en el apartado 3 del artículo 4 de la presente propuesta 
de Directiva (que el vehículo no esté válida o legalmente asegurado). 

Lógicamente, aquellos Estados miembros que. en virtud del articulo 5.1 de la Tercera 
Directiva sobre seguro de automóviles, hayan creado ya bases de datos o registros de 
información podrán adaptarlos o completarlos fácilmente para utilizarlos en el ámbito de 
lo dispuesto en la presente Directiva. 

Para que la víctima pueda identificar fácilmente a la empresa de seguros del vehículo 
involucrado en el accidente, así como al representante de dicha empresa de seguros en el 

de residencia de la víctima, no es imprescindible que los medios necesarios para 
alcanzar ese objetivo estén centralizados en una única entidad. Los distintos datos pueden 
ser gestionados por diferentes organismos, según cuál sea la situación de cada país, 
siempre y cuando la información pueda obtenerse en una única dirección. 

Para que la estructura que se propone sea efectiva, es necesario que se establezcan vías 
de comunicación entre los organismos de información homólogos de los diferentes 
paises, a fin de que la víctima pueda obtener información tanto en el país de 
matriculación del vehículo como <n especial- en su país de residencia. De cualquier 
modo, la cooperación entre los centros de información es indispensable pare conseguir el 
número de matrícula del vehículo y el nombre de la empresa de seguros en el país de 
residencia de la víctima, puesto que esa información sólo consta en el país de 
matriculación del vehículo. 

La solicitud de información de la víctima tiene como principal objetivo facilitarle el 
ejercicio del derecho de acción directa, según se define en el articulo 1 de la presente 
Directiva. A este respecto, del apartado 3 se deduce que, para que 12 víctima pueda 
iniciar un procedimiento contra la empresa de seguros, hasta con identificar a esta 
ú!tirna. Ahora bien, en los casos de vehículos que no estén debidamente asegurados, es 
indispensable que la víctima pueda obtener información subre el propietario o el 
conductor habitual del vehículo que haya provocado el accidente. 



Artículo 5 (organismo indernnizaiorio) 

El apartado 1 mejora la situación de la victima en los casos en los que, pese a la 
obligación de designar un representante, éste no ha sido designado, o en los que la 
empresa de seguros, aun habiendo designado un representante, no se decide a liquidar el 
siniestro. No sería justo que la víctima tuviera que confiar exclusivamente en las 
sanciones meramente administrativas que pueda imponer la autoridad de supervisión si la 
empresa de seguros no reúne los requisitos necesarios para la concesión de autorización. 
Además, para garantizar la eficaz intervención del organismo indemnizatorio, el apartado 
1 prevé un plazo preciso para dicha intervención. a contar desde la fecha en que la 
víctima presente su reclamación de indemnización. Asimismo, para que la empresa de 
seguros pueda preparar su defensa, en este apartado se establece que el organismo 
indemnizatorio está obligado a informar oficialmente a aquélla, lo que resulta lógico dado 
que es ella la deudora en última instancia. Hay que señalar que este deber de información 
no afecta al proceso de indemnización de la victima de l  texto no se desprende efecto 
suspensivo alguno-, que debe concluir en los dos meses siguientes a la fecha de 
presentación de la reclamación de indemnización. 

El apartado 2 tiene coino objetivo estimular la buena disposición de la empresa de 
seguros para cumplir con la obligación que se establece en el artículo 3, de manera que 
resuelva pronto las reclamaciones cuando se trate de víctimas no residentes, exponiéndola 
al riesgo de quedar vinculada por las decisiones de terceros. No existe razón alguna pcr 
la qus, en los dos supuestos contemplados en el apartado 1, no sea la empresa de seguros 
la que, en última instancia, pague el siniestro y los gastos de liquidación del mismo. Sin 
duda, es preciso distinguir entre el objetivo perseguido por la iniposición de sanciones 
prevista en el apartado 6 del articulo 3 y el objetivo perseguido por el presente artículo. 
En el primer caso, las sanciones son meramente disciplinarias, orientadas a penalizar a la 
empresa de seguros que incumpla con las obligaciones previstas en e! artículo 3. En el 
segundo caso. el objetivo es indemnizar a la víctima, independientemente de lo que le 
suceda a la propia empresa de seguros. Una disposición que tan sóici se proponga 
sancionar a la empresa de seguros no sirve para garantizar los derechos de la victima. 

El estatuto legal del "organismo", que, en la práctica, viene constituido por una red de 
"organismos", se corresponde con el del organismo contemplado en el apartado 4 del 
articulo 1 de la Directiva 84/5/CEE: la victima puede presentar una reclamación de 
indemnización. el organismo no está obligado a seguir las instrdcciones de la empresa de 
seguros y sus decisiones so11 vinculantes para la misma, salvo si ésta puede demostrar 
que e! organismo indemnizatorio no le ha informado, según lo previsto en el anterior 
apartado, y ,  por tanto, no ha podido preparar su defensa, o si el siniestro se ha liquidado 
deliberadamente, a sabiendas de que la reclamación no era justa. La propia empresa de 
seguros estará interesada en evitar esa situación, por lo que cabe suponer que el 
procedimiento previsto en el artículo 5 se aplicará en contadas ocasiones. Su objetivo 
fundamental es ejercer una presión eficaz. 

Al igual que sucede con el representante para la liquidación de siniestros y con los 
organismos de inforniación, los Estados miembros pueden utilizar las estructuras ya 
existentes y fácilmente adaptables a las exigencias del presente artículo; por ejemplo, los 



fondos de garantía del automóvil, creados en virtud el apartado 4 del artículo 1 de la 
Directiva 84/5/CEE, o las Oficinas Nacionales de Carta Verde. Además, los Estados 
miembros deben tomar las decisiones necesarias para la financiación de este organismo, 
es decir, sobre los recursos financieros que se le asignan y cualquier otro medio de 
financiación. 

En virtud de lo dispuesto en el párrafo primero del apartado 2, el organismo 
indemnizatorio del país de residencia de la víctima tiene un derecho automático de 
repetición, pero no contra el responsable del accidente, ni tampoco contra la empresa que 
asegura la responsabilidad civil del mismo, sino contra su organismo homólogo del país 
de la empresa de seguros que haya incumplido. El citado párrafo parte del principio de 
que cada organismo indemnizatorio debe indemnizar a las personas que residan en su 
propio Estado miembro y hayan sido víctimas de accidentes en otro Estado miembro que 
no sea el suyo de residencia (por tanto, distinto de aquél en el que ese organismo esté 
situado). A continuación, el párrafo segundo del apartado 2 especifica que el citado 
organismo pasa a ser acreedor del organismo indemnizatorio del país de establecimiento 
de la empresa de seguros. 

Al objeto de que el derecho automático de repetición funcione correctamente, el párrafo 
primero del apartado 2 fija un determinado plazo para que el organismo indemnizatorio 
del país de establecimiento de la empresa de seguros efectúe el reembolso. Además, el 
apartado 3 impone a los Estados miembros la obligación de definir los sistemas de 
reembolso y sus aspectos técnicos. Es preciso señalar que ni el artículo 5 ,  ni los artículos 
precedentes, tienen por objeto modificar las normas de derecho aplicables en materia de 
responsabilidad. 

Al establecer este derecho automático de repetición, con subrogación del organismo 
indemnizatorio del país de establecimiento de la empresa de seguros en los derechos de la 
víctima, será fácil obtener el reembolso de la empresa de sepros responsable, por dos 
razones: por un lado, el hecho de que el organismo indemnizztorio acreedor de la 
empresa de seguros radique en el mismo Estado miembro que esta última tiene la ventaja 
de que todos los litigios se desarrollarán ante los tribunales nacionales y con arreglo al 
ordenamiento jurídico nacional. Por otro, hay que tener en cuenta que, en la mayoría de 
los casos, el Fondo de Garantía del país de establecimiento de la empresa de seguros, 
financiado por las empresa de seguros que estén establecidas y operen en ese país, será el 
designado como organismo indemnizatorio. En este sentido, la presión ejercida sobre la 
empresa de seguros que haya incumplido por las demás empresas de seguros de su país 
de establecimiento será muy importante, puesto que no desearán soportar las 
consecuencias derivadas del incumplimiento de uno de los integrantes del Fondo de 
Garantía. 

Articulo 6 (imposibiüdad de identificar a la empresa de seguros) 

Si no puede identificarse a la empresa de seguros, el sistema de mecanismos 
complementarios (acción directa, representante para la liquidación de siniestros, 
organismo de indemnización) no puede funcionar. Por ello, este artículo tiene por objeto 
garantizar que, en los casos en que no se den las condiciones necesarias para la 
aplicación del mecanismo establecido por la Directiva, la víctima sea, de cualquier modo, 



indemnizada. En ese caso, el Fondo de Garantia del Estado miembro de residencia de la 
víctima será responsable de indemnizarla. A continuación, y previa reclamación de dicho 
Fondo, el deudor final de la indemnización pagada a la víctima será el Fondo de Garantía 
del Estado miembro en el que el vehículo tenga su estacionamiento habitual. De la lectura 
conjunta del apartado 4 del artículo 1 de la Directiva 84/5/CEE y el apartado 1 del 
artículo 3 de la Directiva 72/166/CEE se deduce que la obligación de velar por que todo 
vehículo esté asegurado frente a la responsabilidad civil, con arreglo a lo dispuesto en 

esa Última Directiva, incumbe al Esiado miembro en el que el vehícu!~ tenga su 
estacionamiento habitual. En consecuencia, si se produce un accideiire provocado por un 
vehículo que incumple la citada obligación, la indemnización de la víctima corresponde al 
Fondo de Garantia del Estado miembro en que tenga su estacionamiento habitual el 
vehículo no asegurado y causante del accidente. 

Hay que seiialar, además, que este artículo responde a la misma lógica que el artículo 5 
de la presente propuesta: a la víctima de un accidente ocurrido fuera de su país de 
residencia le interesa ser indemnizada en su país de residencia, en las mismas condiciones 
que las consideradas válidas para la intervención del organismo indemnizatorio previsto 
en el artículo 5. A continuación, se prevé el derecho de repetición del Fondo de Garantía 
del pais de residencia de la víctima frente al Fondo de Garantía del país en el que el 
vehículo tenga su estacionamiento habitual, en las mismas condiciones que las 
establecidas en el apartado 2 del artículo 5 (subrogación en los derechos de la víctima, 
plazo de dos meses para el reembolso por el Fondo de Garantia del pais en el que el 
vehículo tenga su estacionamiento habitual, etc.) y mediante remisión a ese último 
artículo. 

Por orro lado, en algunos casos, si el vehículo no estaba asegurado. el deudor final de la 
indemnización pagada por el Fondo de Garantía del pais de la víctima será (previa 
reclamación de dicho fondo), bien el Fondo de Garantia del pais en el que se haya 
producido el accidente, si el vehículo del responsable del accidente está matriculado en 
ese país, bien la Oficina de Cana Verde, asimismo del pais en el que se haya producido 
el accidente, si el vehículo está matriculado (tiene su estacionamiento habitual) en un 
tercer país; en este último caso, la Oficina tendrá el derecho de repetición frente a la 
Oficina homóioga del pais de estacionamiento habitual del vehículo. 

En cualquier caso, no hay que confundir el caso recogido en este artículo (vehículo 
identificado - empresa de seguros no identificada) con los casos de vehículos no 
identificados. Estos últimos están cubiertos directamente por el mecanismo de carta verde 
ya existente, y parece lógico que, según lo previsto en el apartado 4 del artículo 1 de la 
Directiva 84/5/CEE, el deudor final sea el Fondo de Garantía del pais en que haya tenido 
lugar el accidente. 

Artículos 7 y 8 (Incorporación al ordenamiento jurídico interno - Entrada en vigor) 

Estos artículos recogen las fórmulas clásicas sobre los piazos de incorporación y 
aplicación del acto y sobre los destinatarios del mismo. 



Artículo 9 (Sanciones) 

Esta disposición, que se viene incluyendo ya hace algunos años en todas las propuestas 
legislativas de la Comisión, refleja la política de ésta de velar, en su función de guardiana 
de los Tratados, por la adecuada incorporación y aplicación de las medidas legislativas 
que propone'. 



Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo 
relativa a la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros sobre el 

seguro de responsabilidad civil derivada de la circulación de vehículos automóviles 
y por la que se modifican las Directivas 731239lCEE y 92149lCEE 

(Cuarta Directiva sobre el seguro de vehículos automóviles) 

EL PARLAMENTO EUROPEO Y EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea y, en particular, el apartado 2 del 
artículo 57 y el artículo 100 A, 

Vista la propuesta de la comisións, 

Visto el dictamen del Comité Económico y social9 

De conformidad con el procedimiento previsto en el artículo 189 B del Tratado, 

Considerando que actualmente existen diferencias entre las disposiciones legales, 
reglamentarias y administrativas de los Estados miembros relativas al seguro de 
responsabilidad civil derivada de la circulación de vehículos automóviles que obstaculizan 
la libre circulación de personas y la libre prestación de servicios en el sector asegurador; 

Considerando que, por consiguiente, es necesario aproximar las citadas legislaciones, 
para facilitar el funcionamiento del mercado interior; 

Considerando que, mediante la Directiva 72/166/~EE", modificada en última instancia 
por la Directiva 9 0 / 2 3 2 / ~ ~ ~ " ,  el Consejo adoptó disposiciones relativas a la 
aproximación de las legislaciones de los Estados miembros sobre el seguro de 
responsabilidad civil derivada de la circulación de vehículos automóviles y sobre el 
control de la obligación de asegurar esa responsabilidad; 

Considerando que, mediante la Directiva 8 8 / 3 5 7 / ~ E ~ ~ ~ ,  modificada en última instancia 
por la Directiva 9 2 / 4 9 / ~ E E ' ~ ,  el Consejo adoptó normas sobre la coordinación de las 
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas relativas al seguro directo distinto 
del seguro de vida y sobre el ejercicio de la libre prestación de servicios; 

8 DO No C ... 
'DO No C ... 
,O DO No L 103. de 2.5.72. pág. I 
"DO No L 129. de 19.5.90. pág. 33 
"DO No L 172. de 04.7.88, pág. l .  
11 D O  No L228. de 11.8.92. pág. l .  



Considerando que, mediante su Resolución "sobre la reparación de los daños ocasionados 
por accidentes de WICO acaecidos fuera del país de origen de la víctima", de 26 de 
octubre de 199514, el Parlamento Europeo tomó la iniciativa, según lo dispuesto en el 
apartado 2 del artíailo 138 B del Tratado CE, de solicitar a la Comisión que presentara 
una propuesta de Directiva del Consejo y del Parlamento Europeo en la que se abordara 
el citado tema; 

Considerando que, efectivamente, resulta oportuno completar el régimen instaurado por 
las Directivas 7211661CEE. 8 4 1 5 1 ~ ~ ~ "  y 901232lCEE. a fin de garantizar a las víctimas 
de accidentes de la circulación un trato comparable. sea cual sea el lugar de la 
Comunidad en que haya ocurrido el accidente; que existen lagunas en lo que se refiere a 
la liquidación de siniestros en los casos de accidentes ocurridos en un Estado miembro 
distinto del de residencia de la víctima; 

Considerando que, para colmar dichas lagunas, al menos en parte, procede establecer la 
obligación de que el Estado miembro de establecimiento de la empresa de seguros exija a 
ésta que designe representantes, que residan o estén establecidos en los demás Estados 
miembros, encargados de recoger toda la información necesaria en relación con los 
citados siniestros y que dispongan de poderes suficientes para representar a la empresa 
ante las personas damnificadas, incluido en lo relativo al pago de indemnizaciones. y para 
representarla o, en su caso, hacer que esté representada ante los tribunales (siempre y 
cuando ello sea compatible con las nomas de derecho internacional privado sobre la 
atribución de competencias jurisdiccionales) y ante las autoridades de dicho Estado 
miembro en lo que se refiere a tales siniestros; 

Considerando que la designación de representantes para la liquidación de siniestros forma 
parte de las condiciones de acceso a la actividad de seguro en el ramo 10 del apartado A 
del anexo de la Directiva 731239lCEE. y de ejercicio de la misma; que, por tanto, ese 
requisito está cubierto por la autorización administrativa única, concedida por 12s 
autoridades del Estado miembro en que se halle el domicilio social de la empresa de 
seguros, según se define en el Título 11 de la Directiva 92149lCEE; que dicho requisito es 
igualmente válido en lo que se refiere a las empresas cuyo domicilio social esté situado 
fuera de la Comunidad y que hayan sido autorizadas a operar en el territorio de un 
Estado miembro de la Comunidad; que se modifican y completan, a este respecto, las 
Directivas 731239lCEE y 92149lCEE; 

Considerando que dar a la víctima la posibilidad de emprender acciones directas contra la 
empresa de seguros es el lógico requisito previo a la designación de tales representantes; 
que dicha posibilidad mejorana la situación jurídica de las víctimas de accidentes de la 
circulación ocurridos fuera de su Estado miembro de residencia; 

Considerando que, además de garantizar la existencia de un interlocutor, representante de 
la empresa de seguros en el país de residencia de la víctima, procede garantizar la 
sustancia misma del derecho de la víctima, esto es, la resolución del litigio en el p l m  
más breve posible; que, por consiguiente, las legislaciones nacionales deben prever la 
aplicación de sanciones apropiadas a la empresa de seguros responsable, en el supuesto 
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de que ésta incumpla la obligación de presentar una oferta de indemnización en un plazo 
razonable; que, no obstante, para que la empresa de seguros pueda presentar una oferta 
válida en los plazos previstos. ni la responsabilidad ni los daños sufridos deben estar 
sujetos a controversia; 

Considerando que las víctimas de accidentes de la circulación a veces tienen dificultad 
para averiguar el nombre de la empresa de seguros que cubre la responsabilidad civil 
derivada del uso de un vehículo automóvil implicado en un accidente; que, en intcrks de 
dichas víctimas, procede que los Estados miembros creen organismos de información que 
permitan disponer de esos datos prontamente; que estos organismos de información 
deben aportar también a las víctimas información sobre los representantes para la 
liquidación de siniestros; que es necesario que dichos organismos cooperen entre sí y 
obren con rapidez frente a las reclamaciones de indemnización que les sean presentadas 
por organismos de información situados en otros Estados miembros; 

Considerando que es necesario prever que un organismo garantice que la víctima no se 
quede sin indemnización en los casos en que la empresa de seguros no haya designado un 
representante o recurra manifiestamente a tácticas dilatorias; que, en tales casos, es 
importante que la víctima pueda dirigirse directamente a dicho organismo; que procede 
otorgar al citado organismo el derecho de subrogación, en la medida en que haya 
procedido a indemnizar a la víctima; que, a fin de facilitar las acciones frente a la 
empresa de seguros, el organismo indemnizatorio del país de la víctima tiene el derecho 
automático de reembolso, y su organismo homólogo en el país donde se halle el 
domicilio social de la empresa de seguros el derecho a subrogarse en los derechos de la 
víctima; que este último organismo está mejor situado para entablar acción de repetición 
contra la empresa de seguros; 

Considerando que es necesario que un organismo garantice que la víctima no se quede sin 
indemnización en los casos en que la empresa de seguros del vehículo causante del 
siniestro no haya podido ser identificada; que está justificado prever que el deudor final 
del importe pagado para indemnizar a la víctima sea un organismo situado en el Estado 
miembro en el que el vehículo no asegurado que haya provocado el accidente tenga su 
estacionamiento habitual; 

HAN ADOPTADO LA PRESENTE DIRECTIVA: 



A*& 1 
(Ámbito de aplicación) 

La presente Directiva tiene por objeto: 

Establecer disposiciones específicas en relación con las víctimas de siniestros: 

a) acaecidos en un Estado miembro que no sea el de residencia de dichas víctimas, y 
b) ocasionados por un vehículo: 

- asegurado por una empresa de seguros establecida en un Estado miembro que 
no sea el de residencia de la víctima, y 

- matriculado en un Estado miembro que no sea el de residencia-de la víctima. I 

Artículo 2 
(Acción directa) 

Los Estados miembros velarán por que toda persona víctima de un siniestro, según se 
define en el artículo 1 de la presente Directiva, tenga derecho a interponer una acción 
directa contra la empresa de seguros del tercero a quien corresponda la responsabilidad 
civil. 

Arlíeulo 3 
(Representante para la liquidación de siniestros) 

1. Los Estados miembros velarán por que toda empresa de seguros autorizada, en virtud 
de lo dispuesto en: 

- el artículo 6 de la Directiva 73/239/CEE, modificado por el artículo 4 de la Directiva 
92/49/CEE, para cubrir los riesgos comprendidos en el ramo 10 de la sección A del 
anexo de la Directiva 73/239/CEE, salvo el derivado de la responsabilidad civil del 
transportista, o 

- en el apartado 2 del articulo 23 de la Directiva 73/239/CEE, 

designe libremente en todos los Estados miembros, salvo aquel en el que haya obtenido 
la autorización, un órgano (en lo sucesivo denominado "representante para la liquidación 
de siniestros"). Este órgano estará encargado de tramitar y liquidar los siniestros 
originados por accidentes ocurridos en un Estado miembro que no sea el de residencia de 
li; vicrirna y causados por un vehículo asegurado por dicha empresa y matriculado en un 
Estado miembro que no sea el de residencia de la víctima. El representante para la 
liquidación de siniestros deberá residir o estar establecido en el Estado miembro de 
residencia de la víctima. 



2. La Directiva 73/239/CEE se modifica del siguiente modo: 

a) Se añade al apartado 1 del artículo 8 la siguiente letra: 

"9 faciliten el nombre y dirección del representante encargado 
de la liquidación de siniestros que designen, en cada uno de los 
Estados miembros, cuando se trate de riesgos clasificados en el 
ramo 10 del apartado A del anexo". 

b) Se añade al apartado 2 del artículo 23 la siguiente letra: 

"h) faciliten el nombre y dirección del representante encargado 
de la liquidación de siniestros que designen, en cada uno de los 
Estados miembros, cuando se trate de riesgos clasificados en el 
ramo 10 del apartado A del anexo". 

3.  El representante para la liquidación de siniestros deberá recabar toda la información 
necesaria en relación con la reclamación de indemnización y adoptará las medidas 
necesarias para negociar la liquidación del siniestro con arreglo a las instrucciones 
recibidas de la empresa de seguros afectada, así como a las normas en materia de seguro 
obligatorio de responsabilidad civil previstas en el último párrafo del artículo 2 de la 
Directiva 90/232/CEE, y a las normas nacionales sobre respnnsabilidad civil aplicables 
al accidente. La obligatoriedad de un representante no será obstáculo para que la víctima 
o su empresa de seguros puedan entablar acción directa contra el autor del daño o su 
empresa de seguros. 

4. El representante para la liquidación de siniestros deberá estar debidamente cualificado. 
Deberá estar dotado de los medios necesarios para desempeñar las funciones previstas en 
el presente artículo. 

5 .  El representante para la liquidación de siniestros deberá disponer de poderes 
suficientes para representar a la empresa de seguros ante las personas damnificadas que 
puedan reclamar indemnización, incluido el pago liberatorio de dicha indemnización, y 
para representarla o,  en su caso, hacer que esté representada ante los tribunales, en lo 
que se refiere a la reclamación de indemnización, en la medida en que ello sea 
compatible con el Convenio de Bmselas, de 27 de septiembre de 1968, sobre 

16 competencia judicial y ejecución de las sentencias en materia civil y mercantil y con 
otras normas de derecho internacional privado relativas a la atribución de competencias 
judiciales, y ante las autoridades del Estado miembro en cuyo territorio representa a la 
empresa de seguros. 

6. Los Estados mienibros deberán prever obligaciones, so pena de sanción. a fin de velar 
por que. en el plazo de tres meses a contar desde la fecha en que la víctima notifique su 
reclamación de indemnización, ya sea directamente a In empreja de seguros responsable, 
ya al representante para la liquidación de siniestros: 



- !a e:npt.esa de seguros del responsable o su representante para la liquidación de 
siniestros presenten una oferta de indemnización, en e! supuesto de que se haya 
determinado la responsabilidad y el daño; 

- la empresa de seguros a la que se haya presentado la reclamación de indemnizacióri o su 
representante para la liquidación de siniestros respondan apropiadamente a lo suscitado 
en la reclamación, en el supuesto de que no se haya determinado claramente la 
respnsabilidad y no se haya cuantificado plenamente el daim sufrido por la víctima. 

7. Será de aplicación lo dispuesto en el último párrafo del apartado 4 del artículo 12bis 
de la Directiva 881357lCEE. 

Arh'culo 4 
(Organismo de información) 

1. Cada uno de los Estados miembros creará o designará un organismo (en lo sucesivo 
denominado "organismo de información") encargado de llevar registros de los vehículos 
automóviles matriculados en ese Estado miembro, de las empresas de seguros que cubran 
la responsabilidad civil de dichos vehículos y de los representantes para la liquidación de 
siniestros designados con arreglo a lo previsto en el precedente artículo 3, cuyos 
nombres habrán de notificarse al citado organismo, en virtud de lo dispuesto en el 
siguiente apartado 2, o de gestionar la recogida y difusión de tales datos; asimismo, 
deberá prestar asistencia a los interesados para averiguar la identidad de las empresas 
que aseguran ios vehículos matriculados en ese Estado rnienbro, así como la de sus 
representantes para la liquidación de siniestros. 

2 .  Las empresas de seguros de la responsabilidad civil derivada del uso de vehículos 
automóviles deberán comunicar al organismo de información del Estado miembro en el 
que estén establecidas el número de matrícula de los vehículos matriculados en ese 
Estado iniembio que tengan asegurados. los números de las pólizas y los nombres y 
direcciones de los tomadores del seguro corre5pondiente a esos vehículos. .4simismo; 
deberán comunicar a los organismos de infnrmación de los demás Estados miembros esos 
mismos datos en relación con los vehículos matriculados en dichos Estados y asegurados 
por las citadas empresas en virtud de la libre prestación de servicios, e,  igualmente, el 
nombre y dirección de los representantes para la liquidación de siniestros designados en 
esos Estados miembros con arreglo a lo previsto en el artículo 3. 

3 .  Los Estados miembros velarán por que la víctima de un accidente ocurrido en un 
Estado miembro que no sea su pais de residencia tenga derecho a pedir al organismo de 
irifonnación de su país de residencia o del país de matriculación del vehículo que le 
fzcili',: el nombre de la empresa de seguros y el número de la póliza de seguro del 
vehiculo considerado, así como el nombre del representante para la liquidación de 
siniestros de dicha empresa de seguros en el pais de residencia de la víctima. Si el 
vehículo no estuviera válida o legalmente asegurado, el organismo de información deberá 
proporcionar a la víctima el nombre y dirección del propietario o del conductor habitual. 



Artículo 5 

(Organismo indemnizatorio) 

1. Cada uno de los Estados miembros creará o autorizará un organismo ( en lo sucesivo 
denominado "organismo indemnizatorio") encargado de indemnizar en los casos en que 
los daños materiales o corporales hayan sido ocasionados a una persona residente en ese 
Estado miembro por un vehículo matriculado y asegurado en un Estado miembro que no 
sea el de residencia de la victima, y el accidente que provocó el dafio o perjuicio se haya 
producido en un Estado miembro que no sea el de residencia de la víctima. 

El organismo indemnizatorio del país de residencia de la víctima intervendrá, en el plazo 
de dos meses, a contar desde la fecha de presentación de la reclamación de indemnización 
que le presente la víctima, en los casos en que: 

- la empresa de seguros del vehículo que originó el accidente no haya designado un 
representante para la liquidación de siniestros, según lo dispuesto en el artículo 2, o 

- la empresa de seguros o su representante para la liquidación de siniestros no hayan 
formulado una oferta de indemnización o no hayan dado una respuesta motivada en 
relación con las exigencias formuladas por la víctima en su reclamación de 
indemnización, o hayan rechazado la indemnización de la victima sin comunicarle las 
razones de ese rechazo, en el plazo de tres meses a contar desde que esta última 
presentara su reclamación a la empresa de seguros o a su representante, y ello dentro de 
los límites de la obligación de seguro, establecidos en el último párrafo de! artículo 2 de 
la Directiva 901232lCEE. y conforme a las disposiciones nacionales en materia de 
responsabilidad civil aplicables al accidente. 

En el plazo de dos meses a contar desde la fecha de presentación de la reclamación de 
indemnización de la víctima el organismo indemnizatorio del país de residencia de la 
víctinia deberá informar a la empresa de seguros del responsable o a su representante 
para la liquidación de siniestros de que ha recibido una reclamación de indemnización de 
la víctima y va a intervenir al respecto. 

2 .  El organismo indemnizatorio que haya indemnizado a la víctima en su Estado 
miembro de residencia pasará a ser acreedor del organismo indemnizatorio del país de 
establecimiento de la empresa de seguros, que deberá reembolsarle el importe satisfecho 
en el p:azo de dos meses. a contar desde la fecha en que haya presentado ia sn!icitud de 
reembolso. 

,-. -,.,:.L...L?~.\ ~ . ,  c! ~~gd~:ih:~i,.. ::iu;ii,ii~~dtorio del país de estacie~~,:~#-~,i ' . ,  .., .LA.:. :, 
de i-guros be subrogará en los derechos de la víctima frente al responsable del ac~ider;:e 
u 81, esipres?, de segurcs. siimpre y cuando 21 organisnic ificiemnimtirio '!r! EsL?do 

. . 
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. . 
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, . la empresa ce seguros u objeto de acuerdo. la ciia~la criip - L  :SI) p(.;;i; Pyi!crSt ai 
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reclaniación infundada o ha sobrevalorado el daño. Los organismos indemnizatonos del 
país de residencia de la víctima y del país de establecimiento de la empresa de seguros 
podrán exigir también el reembolso de los gastos en que razonablemente hayan incumdo. 

3. Los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para que el organismo 
indemnizatorio situado en su territorio reembolse, en el p l m  establecido en el apartado 2 
del presente artículo, al organismo indemnizatorio de otro Estado miembro que haya 
indemnizado a la víctima de un accidente provocado por un vehículo asegurado por una 
empresa de seguros con domicilio social en e1 citado primer Estado miembro, en los 
casos previstos en el párrafo segundo del apartado 2 del presente artículo. 

Artículo 6 
(Imposibilidad de identificar a la empresa de seguros) 

Si no fuera posible identificar a la empresa de seguros, el vehículo se considerará 
vehículo no asegurado. La reparación por los daños materiales y corporales ocasionados 
a la víctima correrá a cargo del organismo contemplado en el apartado 4 del artículo 1 de 
la Directiva 84/5/CEE dentro de los límites establecidos en el mismo. La víctima deberá 
ser indemnizada por el organismo previsto en el presente articulo en su Estado miembro 
de residencia. A continuación, este organismo, en las mismas condiciones que las 
previstas en el apartado 2 del artículo 5 de la presente Directiva, pasará a ser acreedor 
del organismo equivalente del país en el que el vehículo tenga su estacionamiento 
habitual, o, en su caso, de la Oficina de Carta Verde del citado Estado miembro. 

Artículo 7 
(Incorporación al ordemmienro juníico interno) 

1. Los Estados miembros deberán aprobar y publicar las disposiciones nacionales 
necesarias para cumplir con la presente Directiva, en el plazo de dieciocho meses, a 
contar desde la fecha de notificación de la misma. Informarán de ello inmediatamente a la 
Comisión. Aplicarán las citadas disposiciones en el plazo de veinticuatro meses a contar 
desde la fecha de notificación de la presente Directiva. 

2. Los Estados miembros comunicarán a la Comisión las disposiciones necesarias de 
derecho interno que adopten en el ámbito de lo dispuesto en la presente Directiva. 

Am'culo 8 
(Entroda en vigor) 

La presente Directiva entrará en vigor el ... día siguiente a su publicación en el Diario 
Oficial de las Comunidades Europeas. 



Artículo 9 
(Sanciones) 

Los Estados miembros determinarán el régimen de sanciones aplicable a la contravención 
de las disposiciones nacionales aprobadas en aplicación de la presente Directiva y 
adoptarán cuanta medida resulte necesaria para garantizar la aplicación de dichas 
disposiciones. Las sanciones que se establezcan deberán ser efectivas, proporcionadas y 
disuasorias. Los Estados miembros notificarán las citadas disposiciones a la Comisión a 
más tardar en la fecha mencionada en el artículo 7; asimismo, le comunicarán, a la 
mayor brevedad posible, cualquier modificación posterior que les afecte. 

Artículo 10 
(Destinatarios) 

Los destinatarios de la presente Directiva son los Estados miembros. 

Hecho en Bruselas, 

Por el Parlamento Europeo, 
El Presidente 

Por el Consejo, 
El Presidente, 


